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Sra. Salgueiro Cortiñas, Presidenta  
 
Sr. Estella Hoyos, Consejero  
Sr. Fernández Costales, Consejero 
Sr. Pérez Solano, Consejero  
Sr. Quijano González, Consejero  
Sr. Nalda García, Consejero y 
Ponente 
Sr. Madrid López, Consejero  
 
Sr. Besteiro Rivas, Secretario 
 

La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 16 
de diciembre de 2004, ha exami-
nado el expediente de responsa-
bilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxxxxxxx, y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 25 de noviembre de 2004 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxxxxxxxxxxx debido a los daños ocasionados al sufrir un accidente con el 
soporte de la torre de luces de un escenario del espectáculo musical contratado 
por el Ayuntamiento de xxxxxxxxxxxxx. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 26 de noviembre 

de 2004, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 729/2004, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Nalda García. 

 
Primero.- Con fecha 18 de junio de 2004, D. xxxxxxxxxxx presenta un 

escrito en el que reclama los daños ocasionados “como perjudicado por un 
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accidente que sufrí la noche del viernes al sábado en su localidad durante la 
actuación de la orquesta xxxxxxxxx. El suceso me ha producido un esguince de 
tobillo de 2º grado del cual me estoy recuperando y se produjo por unos 
hierros de unos tres metros de largo de color negro que levantaban unos diez 
centímetros del suelo que ejercían de soporte para las torres de luces y cuya 
señalización era nula”.  

 
Adjunta el parte médico de incapacidad temporal por contingencias 

comunes y el informe de urgencias emitido por el Hospital hhhhhhhhhhhhhh, el 
12 de junio de 2004, en el que se diagnostica un “esguince 2º grado tobillo pie 
derecho”. 
 
 Segundo.- Solicitado informe de la Secretaría del Ayuntamiento de 
xxxxxxxxxx, éste se emite el 6 de julio de 2004. En él se señalan los trámites 
del procedimiento de responsabilidad patrimonial a seguir.  
 

Tercero.- El 29 de julio de 2004 se notifica al interesado un escrito por 
el que se le requiere para que señale la zona en que se produjo el accidente, 
así como para que indique si tiene prueba testifical alguna o informe de la 
Guardia Civil sobre los hechos dañosos que originaron la reclamación. 

 
Cuarto.- El 6 de agosto de 2004 tiene entrada el escrito de alegaciones 

del interesado en el que señala que “no hay denuncia en proceso en este 
momento, ni tampoco existe testimonio en ninguna institución estatal, pero 
existen varios testigos de esa misma localidad y de ser necesario presentaría 
denuncia en el juzgado que corresponda”. Adjunta “un croquis por duplicado” 
junto con su escrito, “señalando tanto el lugar del accidente como la falta de 
señalización del peligro”. 
 

Quinto.- Tras sucesivos requerimientos por parte del Ayuntamiento de 
xxxxxxxx, la compañía aseguradora mmmmmmmmmmm emite un escrito el 23 
de agosto de 2004 en el que señala que “procede desestimar la reclamación”. 

 
 Sexto.- Se incorpora al expediente administrativo el del contrato 
celebrado con la empresa zzzzzzzzzz, S.L. para la organización de “las 
Orquestas para las Fiestas de la Octava del Corpus 200x, de xxxxxxxxx”. 
Asimismo, el 30 de septiembre de 2004 se notifica al interesado el 
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correspondiente trámite de audiencia. Hasta el momento no consta en el 
expediente que haya realizado alegación alguna. 
 

Séptimo.- El 9 de noviembre de 2004 se realiza el borrador de 
resolución por el que se propone desestimar la reclamación efectuada. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado h), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones, por 
tratarse de un asunto de ámbito local. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
No obstante, cabe destacar que “el borrador” de resolución es 

extraordinariamente parco en la descripción de los antecedentes de hecho y 
excesivamente genérico en los fundamentos de derecho, sin que en él se 
realice un examen de las circunstancias que determinarían, en su caso, la 
existencia de responsabilidad patrimonial en relación con el supuesto concreto 
sobre el que se está resolviendo. Parece, más bien, que nos encontramos ante 
un modelo en el que la única variación vendría determinada por el nombre del 
reclamante. 
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3ª.- Concurren en el interesado los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde al Alcalde-Presidente de la Corporación 
Municipal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el 
artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 

en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la Ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Castilla y León. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 

Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
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la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de daños 

y perjuicios formulada por D. xxxxxxxxxx debido a los daños ocasionados al 
sufrir un accidente con el soporte de la torre de luces de un escenario del 
espectáculo musical contratado por el Ayuntamiento de xxxxxxxxxxxx. 

 
El interesado ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. En efecto, el suceso aconteció en la noche del 11 al 12 
de junio de 2004 y la reclamación se formuló el 18 del mismo mes y año. 

 
En la esfera de las Administraciones locales el artículo 54 de la Ley 

7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, establece que 
“las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios 
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, 
funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es reproducido, 
prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento de 
organización, funcionamiento y régimen jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
De acuerdo con los documentos obrantes en el expediente, o más bien 

debido a la falta de los mismos, no es posible constatar que los daños alegados 
por el reclamante fueran debidos a la existencia de “un soporte de 3 metros de 
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largo de color negro que levantaban unos diez centímetros del suelo” y que 
“ejercían de soporte para las torres de luces y cuya señalización era nula”, lo 
que impide apreciar el indispensable nexo de causalidad entre el 
funcionamiento del servicio público y la producción del daño. No constando en 
el expediente otras alegaciones más que las del interesado, el cual, a pesar de 
señalar la existencia de varios testigos del accidente, no identifica a ninguno de 
ellos, esa relación causal no se puede considerar acreditada. 

 
La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con los 

viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori y con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La propia 
Jurisprudencia establece (Sentencias del Tribunal Supremo de 17 de diciembre 
de 1998 y 16 de enero de 1996, entre otras) que “la prueba de las obligaciones 
incumbe a quien reclama su cumplimiento, en consecuencia es a la recurrente a 
quien correspondía probar la existencia del nexo causal indispensable para que 
surja la obligación de indemnizar, y al no hacerlo así es claro que la sentencia 
recurrida no comete la infracción que se le imputa, criterio éste sostenido 
reiteradamente por la Jurisprudencia de este Tribunal, por todas sentencia de 
10 de Febrero de 1996 STS 10/02/1996”, y que, además, “la existencia de un 
daño, o lesión patrimonial traducible en una indemnización económica 
individualizada constituye el núcleo esencial de tal responsabilidad patrimonial; 
daño que ha de ser real y efectivo no traducible en meras especulaciones o 
simples expectativas y pesando sobre el interesado la carga de la prueba del 
mismo, sin que en el caso aquí enjuiciado haya existido probanza efectiva y 
concreta sobre la realidad material del daño sino una simple alegación de su 
existencia”. 

 
Por ello, este Órgano Consultivo coincide con el parecer expresado por 

los órganos instructores y preinformantes, en el sentido de que procede 
desestimar la reclamación formulada, puesto que, no habiéndose acreditado la 
relación de causalidad entre el servicio público y el daño, no concurren los 
requisitos exigidos por el artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
ya citada. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxxxxxxxxx debido a los daños ocasionados al sufrir un 
accidente con el soporte de la torre de luces de un escenario del espectáculo 
musical contratado por el Ayuntamiento de xxxxxxxxxxxx. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 
 


